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LA SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA AL HONORABLE CONGRESO DEL 
ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO, EN NOMBRE DEL PUEBLO 
QUE REPRESENTA, Y: 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
Que en sesión de fecha 13 de noviembre del 2024, las Diputadas y los Diputados 
integrantes de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos, presentaron a 
la Plenaria el Dictamen con proyecto de Decreto por medio del cual se aprueba la 
Minuta proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 4°; 21; 
41; 73; 116; 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en Materia de Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha Salarial por Razones de 
Género, en los siguientes términos: 
 

“METODOLOGÍA DE TRABAJO 
 
I.- ANTECEDENTES GENERALES: Apartado en el que se describe el proceso 
legislativo, iniciado a partir de la fecha en que fue remitido por la Cámara de 
Senadores a este Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero la 
Minuta Proyecto de Decreto por el que se Reforman y Adicionan los Artículos 4º; 21; 
41; 73; 116; 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en Materia de Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha Salarial por Razones de 
Género, así como su posterior turno y dictaminación correspondiente. 
 
II.- CONTENIDO DE LA MINUTA: Apartado en el que se reseña y se transcribe el 
contenido del Proyecto de Decreto de mérito, turnado a esta Comisión de Estudios 
Constitucionales y Jurídicos. 
 
III.- MÉTODO DE TRABAJO, ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y VALORACIÓN DE LA 
MINUTA. Apartado en el que se precisan los preceptos legales que otorgan la 
competencia y facultad de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos para 
el análisis del Proyecto de Decreto en cuestión y emisión del dictamen 
correspondiente. 
 
IV.- CONSIDERACIONES: Apartado en el que las Diputadas y los Diputados 
integrantes de la Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos valoran el 
contenido del Proyecto de Decreto, con base en el marco jurídico aplicable, 
verificando el cumplimiento de los principios de constitucionalidad y legalidad, así 
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como la homogeneidad en criterios normativos aplicables, simplificación, 
actualización de la norma y demás particularidades que derivaron de la revisión de 
la Minuta Proyecto de Decreto. 
 
V.- TEXTO NORMATIVO Y RÉGIMEN TRANSITORIO: Apartado en el que se 
desglosa el contenido que integra el Proyecto de Decreto que nos ocupa analizado 
por esta Comisión Dictaminadora, así como el régimen transitorio del mismo.  
 

I. ANTECEDENTES GENERALES 
 

Mediante oficio número D.G.P.L. 66-II-5-078 Exp. 269 CS-LXVI-I-1P-04, suscrito por 
la Diputada Nayeli Arlen Fernández Cruz, Secretaria de la Mesa Directiva de la LXVI 
Legislatura de la Cámara de Diputados de fecha cinco de noviembre de dos mil 
veinticuatro, turnó a la Presidencia de la Mesa Directiva de esta Soberanía Popular, 
la MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 4º; 21; 41; 73; 116; 122 Y 123 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, PERSPECTIVA DE GÉNERO, 
DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y 
ERRADICACIÓN DE LA BRECHA SALARIAL POR RAZONES DE GÉNERO, 
mismo que fue remitido por el presidente de la Mesa Directiva, Diputado Jesús Parra 
García, al titular de la Secretaría de Servicios Parlamentarios, Maestro José Enrique 
Solís Ríos, para que le diera la atención que correspondiera. 
 
Que en sesión de Pleno de fecha doce de noviembre de dos mil veinticuatro, el 
Presidente de la Mesa Directiva, Diputado Jesús Parra García, determinó que dicho 
asunto se turnara a esta Comisión de Estudios Constitucionales y Jurídicos para su 
atención y efectos procedentes, por lo que en términos del artículo 242 último 
párrafo, así como para los efectos de los dispuesto en el artículo 174 fracción II, 
241, 244 y 343 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Guerrero 
Número 231, el Maestro José Enrique Solís Ríos, titular de la Secretaría de 
Servicios Parlamentarios, el oficio número LXIV/1ER/SSP/DPL/0219/2024 el 
Proyecto de Decreto de referencia, para su análisis y emisión del Dictamen con 
Proyecto de Decreto respectivo.  
 

II.- CONTENIDO DE LA MINUTA. 
 
La Diputada Nayeli Arlen Fernández Cruz, Secretaria de la Mesa Directiva de la 
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, remitió a esta Soberanía Popular, la 
Minuta Proyecto de Decreto por el que se Reforman y Adicionan los Artículos 4º; 21; 
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41; 73; 116; 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en Materia de Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, Derecho de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha Salarial por Razones de 
Género, que plantea lo siguiente: 
 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 4o..; 21; 41; 73; 116; 122 Y 123 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, PERSPECTIVA DE GÉNERO, 
DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y 
ERRADICACIÓN DE LA BRECHA SALARIAL POR RAZONES DE 
GÉNERO 
 
Artículo Único.- Se reforman los artículos 4º, párrafo primero; 21, párrafo 
noveno; 41, párrafo segundo; 73, fracción XXI, penúltimo párrafo; 116, 
fracción IX; 122, Apartado A, fracción X, y 123, Apartado A, fracción VII y 
Apartado B, fracción V; y se adicionan un último párrafo al artículo 4o.. y un 
segundo párrafo a la tracción 1x del artículo 116, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
 
Artículo 4. La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Esta protegerá la 
organización y el desarrollo de las familias. El Estado garantizará el goce 
y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva de las mujeres. 
 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
... 
… 
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… 
 
Toda persona tiene derecho a vivir una vida libre de violencias, el 
Estado tiene deberes reforzados de protección con las mujeres, 
adolescentes, niñas y niños. La ley definirá las bases y modalidades 
para garantizar su realización de conformidad con lo previsto en los 
artículos 21, párrafo noveno y 73, fracción XXI, penúltimo párrafo de 
esta Constitución. 
 
Artículo 21. ... 
... 
... 
... 
... 
… 
… 
… 
 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, 
las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 4º de esta Constitución que garantiza los 
deberes reforzados de protección del Estado con las mujeres, 
adolescentes, niñas y niños; así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto 
en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública 
comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, 
en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación 
de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo y honradez, así como por 
la perspectiva de género y el respeto a los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución. 
 
… 
… 
… 
… 
… 
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Artículo 41. … 
Los nombramientos de las personas titulares en la administración pública 
del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes en las entidades federativas 
y Municipios, deberán observar el principio de paridad de género. Las 
leyes determinarán las formas y modalidades que correspondan. 
… 
 
Artículo 73. …       

 
I. a XX. … 
XXI. … 

a) a c) … 
Las autoridades federales podrán conocer de los delitos del fuero 
común, cuando éstos tengan conexidad con delitos federales o 
delitos contra periodistas, personas o instalaciones que afecten, 
limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de 
expresión o imprenta. También podrán conocer de las medidas u 
órdenes de protección que deriven de violencias de género en 
contra de las mujeres o de delitos del fuero común relacionados 
con las violencias de género contra las mujeres, en términos de 
las leyes correspondientes. 
… 

XXII. a XXXII. … 
 
Artículo 116. … 

I. a VIII. … 
IX. Las Constituciones de los Estados garantizarán que las funciones de 

procuración de justicia se realicen con base en los principios de 
autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, 
profesionalismo y responsabilidad, así como con perspectiva de 
género y respeto a los derechos humanos.  
 
Para proteger el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencias, las instituciones de procuración de justicia deberán 
contar con fiscalías especializadas de investigación de delitos 
relacionados con las violencias de género contra las mujeres.  
X. … 

… 
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Artículo 122. … 
A. … 

I. a IX. ... 
X. La Constitución Política local garantizará que las funciones 

de procuración de justicia en la Ciudad de México se realicen 
con base en los principios de autonomía, eficiencia, 
imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
responsabilidad, perspectiva de género y respeto a los 
derechos humanos. 

XI. ... 
B. a D. … 

 
Artículo 123. … 
… 

A. … 
I. a VI. ... 
VII. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en 

cuenta sexo, género ni nacionalidad. Las leyes establecerán 
los mecanismos tendientes a reducir y erradicar la brecha 
salarial de género. 

VIII. a XXXI ... 
B. … 

I. a IV. ... 
V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en 

cuenta el sexo ni género. Las leyes establecerán los 
mecanismos tendientes a reducir y erradicar la brecha 
salarial de género; 

VI. a XIV. ... 
…  

 
Transitorios 

 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El Congreso de la Unión deberá armonizar el marco jurídico 
correspondiente a la materia para adecuarlo al contenido del presente 
Decreto en un plazo que no excederá de 90 días a partir de la entrada en 
vigor del mismo, debiendo incluir disposiciones que determinen los alcances 
y permitan dar cumplimiento gradual conforme a lo que se apruebe en los 
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presupuestos de egresos correspondientes, así como las atribuciones y 
obligaciones necesarias para garantizar los derechos derivados del presente 
Decreto. 
 
Tercero.- Las entidades federativas deberán armonizar el marco jurídico 
correspondiente a la materia para adecuarlo al contenido del presente 
Decreto en un plazo que no excederá de 180 días a partir de la entrada en 
vigor del mismo, debiendo incluir disposiciones que determinen los alcances 
y permitan dar cumplimiento gradual conforme a lo que se apruebe en los 
presupuestos de egresos correspondientes, así como las atribuciones y 
obligaciones necesarias para garantizar los derechos derivados del presente 
Decreto. 
 
SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL 
HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN. - Ciudad de México, a 05 de 
noviembre de 2024. 

 
III.- MÉTODO DE TRABAJO, ANÁLISIS, DISCUSIÓN Y VALORACIÓN DE LA 

MINUTA. 
 
Que el Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero, conforme a 
lo establecido por el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, está plenamente facultado para conocer y someter al procedimiento 
legislativo correspondiente a la Minuta de mérito. 
 
Que en términos de lo dispuesto por los artículos 174 fracción II, 177 fracción I inciso 
a), 241, 248, 254, 256, 343 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, esta Comisión de Estudios 
Constitucionales y Jurídicos, tiene plenas facultades para efectuar el estudio y 
análisis de la Minuta Proyecto de Decreto por el que se Reforman y Adicionan los 
Artículos 4º; 21; 41; 73; 116; 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en Materia de Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, 
Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha 
Salarial por Razones de Género y emitir el Dictamen con Proyecto de Decreto que 
recaerá a la misma. 
 

IV. CONSIDERACIONES. 
 
Que efectuado el análisis a la Minuta Proyecto de Decreto en cuestión, se arriba a 
la conclusión de que la misma es procedente en virtud de que se apega al régimen 
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constitucional, no es violatoria de derechos humanos, ni se encuentra en 
contraposición con ningún ordenamiento legal. 
  
Para tener una mayor comprensión de la Iniciativa se plasman las siguientes 
consideraciones:  
 
1. Durante siglos las mujeres fueron anuladas de la historia, registrando 
únicamente a los hombres como protagonistas y modelo único de la historia de la 
humanidad. En este siglo XXI, hemos revertido esa manera de mostrar la historia al 
incluir tanto a mujeres al igual que a hombres, que han hecho aportaciones para la 
concreción del sueño de la República, para la lucha por nuestra soberanía y para la 
conquista de los derechos de las mujeres. 
 
El derecho y principio a la igualdad y no discriminación está previsto en diversos 
instrumentos nacionales e internacionales, este ha evolucionado para adaptarse a 
las realidades que viven las personas, grupos, pueblos y comunidades. El concepto 
moderno de igualdad se integra por las dimensiones formal o ante la ley, material o 
sustantiva y estructural. La primera se relaciona con la no discriminación, que 
conlleva que no haya tratos diferenciados basados en criterios prohibidos de 
discriminación o categorías sospechosas que tengan como objeto o resultado 
limitar, restringir o anular los derechos humanos de las personas. La segunda, la 
igualdad sustantiva va más allá, toda vez que busca que se remuevan los 
obstáculos de índole social, económica, política, cultural u otros que les impiden a 
las personas que pertenecen a grupos sociales históricamente desaventajados que 
accedan de forma real y efectiva a sus derechos. Por último, la estructural se refiere 
al sometimiento o subordinación como resultado de la opresión sistémica. 
 
2. El Estado Mexicano ha firmado diversos instrumentos internacionales que 
abordan el reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres, en materia de 
una vida libre de violencia, entre las que podemos mencionar: la Declaración 
Universal de Derechos Humanos reconoce que todos los seres humanos nacen 
libres e iguales en dignidad y derechos, en el artículo primero, por su parte, el 
artículo segundo reconoce que, toda persona tiene todos los derechos y libertades 
proclamados en la declaración, "sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma. 
religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción 
alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio 
de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país 
independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o 
sometido a cualquier otra limitación de soberanía". 
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3. En la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los Estados Parte 
de la Convención tienen el compromiso de respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
4. La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), es la carta internacional de los 
derechos de la mujer y provee un marco obligatorio de cumplimiento para los países 
que la han ratificado para lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las 
mujeres y las niñas. La Convención exhorta a los Estados a tomar "todas las 
medidas necesarias" para cambiar las actitudes sociales y culturales y eliminar los 
prejuicios y las prácticas tradicionales basadas en estereotipos o ideas que 
discriminan a las mujeres. En el artículo 3 señala que, los Estados Parte tienen la 
obligación de realizar todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de 
garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre 
 
Asimismo, el artículo 5 obliga a los Estados Parte a tomar medidas para modificar 
los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a 
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de 
cualquier otra índole, que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad 
de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres. 
 
5. La igualdad y no discriminación es una norma de ius cogens, es decir, que 
ha sido aceptada y reconocida por la comunidad internacional en su conjunto, no 
admite acuerdo en contrario y únicamente puede ser modificada por otra norma 
posterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter, está 
prevista en diversos ordenamientos y cuando no se encuentra de forma expresa 
está presente en función de la interpretación. Se inserta en tratados y convenciones 
internacionales tanto del sistema universal y en el sistema interamericano al cual 
pertenece México, así como en sentencias y opiniones consultivas determinadas 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, o bien observaciones generales 
o recomendaciones emitidas por los Comités de Naciones Unidas. 
 
6. En México, con la reforma del 31 de diciembre de 1974 se establece en el 
artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que “el varón 
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y la mujer son iguales ante la ley”; a su vez se reconoce como mexicanos por 
naturalización a las mujeres extranjeras que contraigan matrimonio con varón 
mexicano y establezcan domicilio dentro del territorio nacional, y en el artículo 123 
se refuerza la protección de las mujeres durante el embarazo y después del parto.  
La redacción actual “la mujer y el hombre son iguales ante la ley” es una reforma de 
2019 y en complemento, el artículo 123, reconoce que los hombres y mujeres tienen 
derecho a un salario igual por un trabajo igual, sin tener en cuenta sexo ni 
nacionalidad. 
 
7. El artículo 35 de la Carta Magna reconoce el derecho de la ciudadanía de ser 
votada en condiciones de paridad de género, mismo principio que, de acuerdo con 
el artículo 41, debe de ser observado para los nombramientos de las personas 
titulares de las secretarías de despacho del Poder Ejecutivo Federal y sus 
equivalentes locales, lo mismo sucede con el Congreso de la Unión, conforme a los 
artículos 53 y 56, y el Poder Judicial, de acuerdo con el artículo 94. 
 
8. La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
define a la violencia contra las mujeres como “cualquier acción u omisión, basada 
en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, 
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público”. 
Asimismo, señala en el artículo 2 que, la Federación, las entidades federativas, las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y los municipios, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, expedirán las normas legales y tomarán las 
medidas presupuestales y administrativas correspondientes, para garantizar el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; dichas medidas, de acuerdo al 
artículo 3, deberán garantizarán la prevención, la atención, la sanción y la 
erradicación de todos los tipos de violencia contra las mujeres. 
 
9. La ley en comento indica, en el artículo 4, que, todas las acciones en la 
materia deberán de observar los principios de igualdad jurídica, sustantiva, de 
resultados y estructural; dignidad de las mujeres; no discriminación; libertad de las 
mujeres; universalidad, la interdependencia, la indivisibilidad y la progresividad de 
los derechos humanos; perspectiva de género; debida diligencia; interseccionalidad; 
interculturalidad y enfoque diferencial. 
 
10. La igualdad ante la ley conlleva que las normas no integren tratos arbitrarios 
que impidan o restrinjan a las mujeres el ejercicio de sus derechos. Cuando la norma 
está redactada de forma neutra, invisibiliza las condiciones de desventaja en las 
que pueden estar las mujeres; no obstante, si esa norma se observa a la luz de la 
igualdad sustantiva entonces debería cuestionarse si requiere que la aplicación sea 
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diferenciada en atención a que se persigue un fin legítimo, necesario, razonable y 
es proporcional.  
 
11. Para atender a los problemas sociales de la violencia, opresión y 
desigualdad, un primer paso es reconocerlos como problemas públicos, y como 
Estado, crear los puentes necesarios para lograr la construcción de un México en el 
que las mujeres vivan libres, sin violencia y con igualdad real.  La idea de que todas 
las personas somos iguales en dignidad y derechos es uno de los cimientos de 
nuestra democracia. Pero no basta con reconocer este principio. Debemos 
identificar los patrones sociales y culturales que mantienen olvidados y marginados 
a muchos, y adoptar medidas contundentes para remover los obstáculos que nos 
impiden alcanzar la igualdad sustantiva. El derecho a la igualdad que nuestra 
Constitución federal consagra no será una realidad mientras persistan las 
estructuras que privilegian a algunos y desvalorizan a otros. 
 
12.  La Suprema Corte de Justicia de la Nación distinguió entre igualdad formal 
e igualdad sustantiva. Primero, sobre la igualdad formal señaló que "el principio de 
igualdad contiene rasgos esenciales, que a continuación se resumen:  
 

• No toda desigualdad de trato en la ley supone una infracción a la garantía de 
igualdad, ésta sólo la produce aquella desigualdad que introduce una 
diferencia entre situaciones que pueden considerarse iguales y que carecen 
de una justificación objetiva y razonable.  

• Dicha justificación debe fundarse en criterios objetivos y suficientemente 
razonables, de acuerdo con los criterios o juicios de valor generalmente 
aceptados que podrán ser apreciados en la exposición de motivos o 
advertirse de la misma norma.  

• Para que la diferenciación resulte constitucionalmente válida, no basta con 
que lo sea el fin que con ella se persigue, sino que es indispensable, además, 
que las consecuencias jurídicas que resultan de tal disposición sean 
adecuadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, 
el resultado que se produce y el fin pretendido por el legislador, sean 
proporcionales. Los parámetros antes desarrollados permiten construir la 
noción del concepto de derecho humano a la igualdad formal a partir de dos 
principios: el de igualdad ante la ley y el de igualdad en la ley. 

 
13. La Suprema Corte ahondó en el significado de la igualdad sustantiva, 
concluyendo que "no es posible considerar que el derecho a la igualdad y no 
discriminación se agota con el concepto de igualdad formal (igualdad en la ley y 
frente a la ley), pues en muchas ocasiones, dicho principio es insuficiente para hacer 
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frente a los casos de leyes en apariencia neutrales; la igualdad sustantiva o de 
hecho se configura como una faceta o dimensión del derecho humano a la igualdad 
jurídica que tiene como objetivo remover o disminuir los obstáculos sociales, 
políticos o culturales, económicos o de cualquier otra índole que impiden a ciertas 
personas o grupos sociales gozar o ejercer de manera real y efectiva sus derechos 
humanos en condiciones de paridad con otro conjunto de personas o grupo social. 
Se trata de una modalidad del principio de igualdad que impone a las distintas 
autoridades del Estado la obligación de llevar a cabo ciertos actos que tiendan a 
obtener tal correspondencia de oportunidades entre los distintos grupos sociales y 
sus integrantes y el resto de la población. Por ende, se cumple a través de una serie 
de medidas de carácter administrativo o legislativo que tengan como finalidad última 
evitar que se siga dando la diferenciación injustificada, la discriminación sistemática 
o revertir los efectos de la marginación histórica y/o estructural del grupo social 
relevante. 
 
14. En conclusión, el Máximo Tribunal ha sostenido que la igualdad sustantiva o 
en los hechos es aquella que "se configura como una faceta o dimensión del 
derecho humano a la igualdad jurídica que tiene como objetivo remover y/o disminuir 
los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra índole 
que impiden a ciertas personas o grupos sociales gozar o ejercer de manera real y 
efectiva sus derechos humanos en condiciones de paridad con otro conjunto de 
personas o grupo social”. 
 
15. Es necesario recordar que la discriminación consiste en tratos arbitrarios 
basados en criterios prohibidos que tienen como fin o resultado que se anule o limite 
un derecho. Entonces, en cumplimiento de la obligación de promover, se debe 
modificar el paradigma que se ha construido con relación a qué significa la igualdad, 
sin que se borren o invisibilicen las diferencias y las desventajas, sino que se 
remuevan los obstáculos y se creen condiciones favorables para el ejercicio de los 
derechos. Urge esparcir en toda la sociedad, en el sector público y privado, que son 
indispensables tratos diferenciados cuando no hay igualdad de condiciones para el 
ejercicio de los derechos, ejemplo de esto son las acciones afirmativas. Sin 
embargo, estas no han sido suficientes, la práctica debe ser generalizada y 
normalizada, al mismo tiempo que se debe trabajar en las causas estructurales.  
 
16. La perspectiva de género es una categoría analítica, integrada por 
metodologías y mecanismos, que sirve para hacer visible la discriminación, la 
desigualdad de oportunidades, la violencia social, económica y política; así como 
las relaciones de poder y las razones en las que se sostiene lo referido. Permite 
“detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos que discriminan a las personas 
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por condición de sexo o género”, “considerando las situaciones de desventaja que, 
por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad” 
 
17. Los componentes de la Perspectiva de Género son:  

a) Análisis de Desigualdades: Examina cómo las desigualdades de género 
afectan el acceso a recursos, oportunidades y derechos. Esto incluye la 
identificación de barreras y discriminaciones específicas que enfrentan las 
mujeres y otros géneros en diferentes contextos;  
b) Interseccionalidad: Reconoce que las experiencias de desigualdad de 
género están interrelacionadas con otras formas de discriminación, como las 
basadas en raza, clase social, orientación sexual, discapacidad, entre otras;  
c) Transformación de Normas: Busca cuestionar y cambiar las normas y 
prácticas culturales, sociales e institucionales que perpetúan estereotipos y 
desigualdades de género, y  
d) Participación y Empoderamiento: Promueve la participación equitativa de 
todas las personas, independientemente de su género, en la toma de 
decisiones y en el acceso a oportunidades. 

 
18. El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, deriva de las 
obligaciones contenidas en los artículos 1° y 4°, párrafo primero de nuestra 
Constitución y su fuente convencional se encuentra en los artículos 2, 6 y 7 de la 
Convención Belém do Pará, en el artículo 16 de la Convención CEDAW, en el 
artículo 19 de la Convención sobre Derechos del Niño, La Ley General de Acceso 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y en los artículos 6, fracción XIII, 13, 
fracción VIII y 46 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, 
reconoce la igualdad de la mujer ante la ley, a la protección de la ley o igualdad de 
facto y el deber de toda autoridad de evitar el trato discriminatorio por motivos de 
género.  
 
19. Ahora bien, la Constitución ha establecido para todas las autoridades del 
país, en el ámbito de su competencia, la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos con arreglo a los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad (artículo 1), que referida a la 
condición de las mujeres implica combatir la discriminación en su contra, si es 
necesario, con la adopción de medidas que partan de su fundamento, esto es, la 
diferencia sexual. 
 
20. El reconocimiento de la violencia contra las mujeres por el hecho de ser 
mujeres ha permitido observar la complejidad del problema público y las 
diversidades de tipos, así como los ámbitos en los que se presentan, además se 
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han hecho visibles otras formas de violencias que estaban socialmente aceptadas 
o que no se identificaban como tales. 
 
21. Debemos de resaltar que las violencias contra las mujeres, adolescentes y 
niñas es una violación grave de los derechos humanos. Su impacto puede ser 
inmediato como de largo alcance. e incluye múltiples consecuencias físicas, 
sexuales, psicológicas, e incluso mortales, para mujeres y niñas, pues afecta 
negativamente el bienestar de las mujeres e impide su plena participación en la 
sociedad. 
 
22. Además de tener consecuencias negativas para las mujeres, la violencia 
también impacta su familia, comunidad y el país, dado que los altos costos 
asociados, que comprenden desde un aumento en gastos de atención de salud y 
servicios jurídicos a pérdidas de productividad, impactan en presupuestos públicos 
nacionales y representan un obstáculo al desarrollo.  La violencia contra las mujeres 
puede suponer importantes costos para el Estado, las víctimas y las comunidades. 
Esos costos son directos e indirectos, tangibles e intangibles. 
 
23. Respecto al principio de Paridad, se realizó una importante reforma a la 
Constitución federal que se publicó el 6 de junio de 2019, la cual en el artículo 35 
reconoce el derecho de la ciudadanía de ser votada en condiciones de paridad de 
género, mismo principio que, de acuerdo con el artículo 41, debe de ser observado 
para los nombramientos de las personas titulares de las secretarías de despacho 
del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes locales, lo mismo sucede con el 
Congreso de la Unión. conforme a los artículos 53 y 56, y el Poder Judicial, de 
acuerdo con el artículo 94. 
 
24. La paridad es una medida permanente que tiene como finalidad lograr la 
representación descriptiva y simbólica de las mujeres en los órganos de decisión en 
los que se determinan el rumbo que debe tomar el país, dado que, parte de un 
entendimiento inclusivo de la democracia y de un enfoque integral de la igualdad. 
 
25. Por su parte, la perspectiva de género también tiene fundamento en las 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW) y Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer que establecen la necesidad de incorporar una 
perspectiva de género en las políticas y prácticas para eliminar la discriminación 
contra las mujeres y reafirman la importancia de la perspectiva de género en la 
prevención y eliminación de la violencia contra las mujeres en el contexto de las 
relaciones de pareja y la familia. Se suman las recomendaciones de las diversas 
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agencias de las Naciones Unidas y el Comité CEDAW que promueven la 
incorporación de la perspectiva de género en las políticas y prácticas globales y 
apoya a los países en el desarrollo e implementación de estrategias de igualdad de 
género. 
 
26. La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia define 
a la violencia contra las mujeres como: “Cualquier acción u omisión, basada en su 
género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, 
económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público” (DOF, 
2007), además, se reconocen los tipos y modalidades de violencia: Entre sus tipos 
se cuenta con la violencia psicológica, física, patrimonial, económica y sexual. En 
cuanto a las modalidades, se reconoce que se manifiesta en los ámbitos: familiar, 
laboral, docente y comunidad. Asimismo, se reconoce la violencia institucional y la 
violencia feminicida. Esta última es la forma más extrema de violencia contra las 
mujeres. 
 
27. Por ello, el objetivo de la paridad es reflejar en los órganos democráticos y 
de toma de decisiones la composición de la población, lo que debe cumplirse dentro 
de todas aquellas instituciones públicas en las que se toman decisiones. 
 
28. De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 1°, párrafo quinto, 
4° y 41, Base I, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1, numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, 
numeral 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 4, inciso j), 6, 
inciso a), 7, inciso c), y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer; 1, 2, 4, numeral 1, y 7, incisos a) y b) de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
Mujer; II y III de la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, se advierte 
que la paridad y las acciones afirmativas de género tienen entre sus principales 
finalidades: 1) garantizar el principio de igualdad entre hombres y mujeres, 2) 
promover y acelerar la participación política de las mujeres en cargos de elección 
popular, y 3) eliminar cualquier forma de discriminación y exclusión histórica o 
estructural. 
 
29. Según el Programa Especial de Igualdad de Género  del estado de Guerrero 
para el 2022-2027, las mujeres en Guerrero experimentan mayor acoso que 
hostigamiento en el ámbito laboral: 30.1% señaló como principal agresor a un 
compañero(a) del trabajo, mientras que 26.4% indicó como principal agresor a un 
superior jerárquico. Cabe destacar que del 2016 al 2021 ha habido una reducción 
en el porcentaje de mujeres que señala como su principal agresor a su patrón(a) o 
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jefe(a): de 25.5% en el 2016 a 20.3% en 2021. No obstante, la cifra revela la 
necesidad de actuación por parte del Gobierno del Estado para proteger el derecho 
de las mujeres al trabajo digno y sin violencia en los centros de trabajo. En este 
sentido, la reciente suscripción del Estado mexicano del Convenio 190 de la OIT y 
su resolución número 206, para eliminar la violencia y el acoso en el mundo laboral, 
incluidos la violencia y el acoso por razones de género, constituye un instrumento 
internacional vinculante que sirve de marco para prevenir y atender este tipo de 
violencia en este ámbito.  
 
30. Según datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), en el 
primer trimestre del 2022, el 53.7% de la población de hombres y mujeres de 15 
años y más, en Guerrero, pertenecía a la población ocupada. Este porcentaje 
presenta importantes variaciones entre hombres y mujeres: únicamente 38.3% de 
las mujeres estaban ocupadas, en cambio, para los hombres la proporción de 
ocupados fue de 72.5%. Dicha diferencia significa una brecha de 34.2 puntos 
porcentuales. Las mujeres pertenecientes a la población ocupada suelen tener 
mayor carga de trabajo ya que, además de participar en el mercado laboral, deben 
realizar trabajo doméstico y de cuidado 
 
31. Existe otra serie de condiciones que afectan el empoderamiento económico 
de las mujeres. Por ejemplo, según datos de la ENOE, 13.7% de las mujeres en 
Guerrero no recibió remuneración alguna por realizar su actividad económica, este 
porcentaje es más del doble que se observa a nivel nacional (6.0%), se trata de 
personas que, en su mayoría, a pesar de realizar actividades económicas lo hace 
sin pago, en negocios familiares. Este hecho tiene serias repercusiones en la 
autonomía y el empoderamiento económico de las mujeres, como lo es recibir bajas 
remuneraciones que no permiten cubrir todas sus necesidades. 
 
32. Para garantizar condiciones generales del ejercicio y disfrute de estos 
derechos a la igualdad y no discriminación por parte de las mujeres, el Estado 
Mexicano adoptó el principio de paridad. Esta disposición constitucional obedece a 
la falta de presencia de las mujeres en los espacios políticos por lo que busca 
incentivar su participación en las contiendas electorales y su presencia en los 
órganos representativos del Estado Mexicano; en consecuencia, es una forma de 
lograr la igualdad real y evitar la discriminación de las mujeres en la participación en 
la vida política del país. 
 
33. En la misma línea, la Convención De Belém Do Pará reconoce como uno de 
los derechos de las mujeres, el tener igual acceso a las funciones públicas y a 
participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones en la vida 
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nacional. También resalta el compromiso de los Estados firmantes de garantizar la 
igualdad de mujeres y hombres en el goce de los derechos civiles y políticos 
contenidos en el mismo. 
 
34. El objetivo de la paridad es reflejar en los órganos democráticos y de toma de 
decisiones la composición de la población, lo que debe cumplirse dentro de todas 
aquellas instituciones públicas en las que se toman decisiones. 
 
35. De forma consistente de acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y 
Empleo del INEGI (2024), las mujeres que cuentan con una ocupación laboral tienen 
un menor nivel de ingreso que los hombres. Sólo en 2.6% recibe más de 3 salarios 
mínimos, mientras el 47% recibe menos de un salario mínimo y el 5.6% ni recibe 
ingresos. Al respecto, en marzo de 2024, en el marco del Día Internacional de la 
Mujer, por su parte el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO), el Instituto 
Nacional de las Mujeres (INMUJERES) y la ONU Mujeres México, destacaron 
algunas condiciones desfavorables que enfrentan en México las mujeres que 
participan en el mercado laboral, como son: 1) las altas tasas de informalidad (55% 
por ciento de mujeres en comparación con 49% de hombres); 2) la brecha de 
ingreso por género (las mujeres ganan en promedio $6,300 al mes y los hombres 
$9,762.00, lo que hace una brecha de 35%, es decir 100 pesos ganado por un 
hombre en comparación con 65 pesos ganados por una mujer) y 3) Violencia laboral 
(Tres de cada 10 mujeres han enfrentado violencia laboral). Respecto a la violencia 
laboral, es oportuno destacar que como se señaló previamente, no es el único tipo 
de violencia que enfrentan las mujeres. Según la Encuesta Nacional sobre la 
Dinámica de las Relaciones en los Hogares (INEGI, 2021), a nivel nacional “del total 
de mujeres de 15 años y más, 70.1 %han experimentado al menos un incidente de 
violencia” que se lleva a cabo “en al menos un ámbito y ejercida por cualquier 
persona agresora a lo largo de su vida”. En México, la violencia contra las mujeres 
de este rango de edad muestra una mayor prevalencia en quienes viven en áreas 
urbanas (73%), tienen entre 25 y 34 años (75%), tienen un nivel educativo superior 
(77.9%), y están separadas, divorciadas o viudas (74%).  La violencia psicológica 
es la más común (51.6%), seguida por la violencia sexual (49.7%), física (34.7%) y 
económica, patrimonial y/o discriminación (27.4%). A lo largo de la vida, la violencia 
se experimenta principalmente en el ámbito comunitario (45.6%), seguida de la 
relación de pareja (39.9%), el ámbito escolar (32.3%) y el laboral (27.9%). En los 
últimos 12 meses, la violencia se presenta más en el ámbito comunitario (22.4%), 
laboral (20.8%), de pareja (20.7%), escolar (20.2%) y familiar (11.4%). 
 
36. Por otra parte, las mujeres que se insertan en el mercado laboral lo hacen en 
condiciones desfavorables: son ellas quienes asumen la carga de trabajo doméstico 
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y de cuidado no remunerado, por lo que buscan empleos más flexibles, y es más 
frecuente que ellas interrumpan su carrera profesional para atender estas 
actividades; 57.2% de las mujeres que trabajan lo hacen en el mercado informal, lo 
que implica una escasa o nula protección social; la proporción de mujeres que 
estudia o se incorpora en el ámbito de la ciencia y la tecnología, así como ingeniería 
continúa siendo inferior a la proporción de hombres; y los puestos de alta dirección 
son ocupados mayoritariamente por ellos. Además, los avances en el acceso a la 
educación para las mujeres no se han traducido en una mejora comparable en su 
posición en el trabajo (OIT, 2016). 
 
37. Igualdad de remuneración significa que las mujeres y los hombres tienen el 
derecho a recibir la misma remuneración por un trabajo de igual valor. Esto significa 
asegurar que las mujeres y los hombres que realizan trabajos idénticos o similares 
reciban la misma remuneración. Uno de los problemas principales es la segregación 
ocupacional: las mujeres tienden a estar concentradas en sectores menos 
remunerados como la educación, la salud o los servicios, mientras que los hombres 
dominan áreas más lucrativas como la tecnología, la ingeniería o las finanzas. 
Además, los estereotipos de género juegan un papel clave: muchas veces se asume 
que los hombres son más capaces para ocupar posiciones de liderazgo o roles de 
mayor responsabilidad, lo que restringe las oportunidades para las mujeres de 
ascender en sus carreras. 
 
Al respecto de todo lo planteado en el presente documento, es importante señalar 
las siguientes conclusiones: 
 
La reforma constitucional que se propone tiene por objeto el reconocimiento del 
derecho a la igualdad sustantiva, el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia y la perspectiva de género como herramienta para la transformación de 
las relaciones de opresión, violencia y desigualdad, por lo cual se deberán modificar 
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, del Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre otras, para la reglamentación y 
funcionamiento normativo e institucional armonizado con lo que mandata la Carta 
Magna. 
 
La lucha de las mujeres del siglo pasado y de este, incorporaron, además de los 
ideales de justicia social, demandas que tienen vigencia hasta nuestros días como 
el cierre de la brecha salarial, la erradicación de la violencia, el reconocimiento 
económico y social del trabajo no remunerado, específicamente el que dedican al 
cuidado de otros. Para eliminar estas condiciones de desigualdad, se hace 
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imprescindible la incorporación real y coordinada de la perspectiva de género como 
una metodología que permite detectar y eliminar todas las barreras y obstáculos 
que discriminan a las personas por condición de sexo o género, considerando las 
situaciones de desventaja que discriminan e impiden la igualdad 
 
Si bien la situación de las mujeres ha mejorado en referencia a décadas atrás, el 
Estado mantiene una deuda histórica con ellas, pues se mantienen desigualdades 
que inhiben su acceso pleno a los beneficios del desarrollo en condiciones de 
igualdad.   
 
A pesar de que la igualdad sustantiva y la perspectiva de género ya están 
mencionadas en algunas partes de la Constitución, es necesario que se aborden de 
forma transversal, visible, expresa y, por supuesto, constitucional, porque debe 
nombrarse y colocarse jerárquicamente a la altura del reconocimiento del problema 
público de la desigualdad y la discriminación. 
 
Si bien como se mencionó a partir del uso de herramientas como la interpretación 
conforme el principio pro persona y el principio de igualdad, los derechos a la 
igualdad y no discriminación en sus dimensiones formal (ante la ley) y material 
(sustantiva) y el derecho de las mujeres a una vida libre violencia están protegidos 
por instrumentos nacionales e internacionales, el cumplimiento de las obligaciones 
estatales han quedado desarticuladas del proceso que conlleva llegar a la 
construcción de la protección de las mujeres de forma efectiva. En ese sentido, el 
compromiso es que de forma expresa se establezcan en la Constitución mexicana 
y se transite hacia la igualdad sustantiva en el lenguaje, comprensión, respeto y 
aplicación por parte de las personas servidoras públicas, así como de todos los 
sectores de la sociedad. 
 
La violencia contra las mujeres es una violación de los derechos humanos y una 
problemática social de gran magnitud, por lo tanto, necesaria de atender. Las 
causas de esta son profundas, anclada principalmente en el orden patriarcal que 
discrimina, subvalora y subordina lo femenino frente a lo masculino. Se presenta de 
forma clara y contundente como: agresiones físicas, sexuales, o en su forma más 
extrema, el feminicidio; pero también, en formas menos perceptibles o visibles como 
la violencia emocional o psicológica, el hostigamiento sexual, el lenguaje sexista u 
otras formas simbólicas de violencia. 
 
Específicamente la violencia contra las mujeres tiene como raíz la discriminación 
persistente contra las mujeres por motivos de género, es decir, los atributos que 
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culturalmente se han atribuido a las mujeres y a los hombres, donde lo femenino se 
subvalora frente a lo masculino. 
 
Incorporar la perspectiva de género permite identificar y abordar las desigualdades 
estructurales y asegurar que las políticas y programas beneficien equitativamente a 
todas las personas. Es esencial para lograr una sociedad más justa e igualitaria, en 
la que se reconozcan, garanticen, protegen y respeten los derechos de todas las 
personas atendiendo a las diferencias que imponen obstáculos al goce y ejercicio 
de estos. 
 
Las políticas públicas que afectan a la salud, la educación, la violencia de género, 
entre otras áreas, a menudo carecen de la perspectiva de las mujeres, lo que hace 
que no siempre respondan a las necesidades de toda la población. Por eso, lograr 
la paridad en los cargos públicos no solo es un tema de justicia social, sino también 
de eficacia y democracia. 
 
Es necesario poner manos a la obra desde el Legislativo para abrir espacios, para 
establecer cambios en la normatividad que garanticen el cumplimiento de los 
derechos de hombres y mujeres apuntando a la paridad y a la igualdad de 
oportunidades en todos los terrenos; en lo político para la toma de decisiones; en lo 
económico para impulsar la participación femenina en diversas actividades, y en lo 
social, para distribuir equitativamente los roles que ambos desempeñan en lo 
familiar y con la comunidad.  
 
En estas condiciones, la lucha por la igualdad viene asociada a muchos otros 
factores que debieron ser garantizados a las mujeres que en el pasado veían 
socavadas sus oportunidades cuando no tenían acceso a la educación, al trabajo 
justo y bien remunerado, a votar y ser electas, a servicios de salud, o gozar de una 
personalidad jurídica integra. Este oscuro panorama ha puesto a las mujeres frente 
a adversidades que, en lugar de amedrentarlas, las ha empoderado a cada paso, 
en cada tropiezo y éxito, mostrando lo mejor de la humanidad por su entrega, por 
su dedicación y por su compromiso en su entorno social. 
 
La igualdad de remuneración significa que las mujeres y los hombres tienen el 
derecho a recibir la misma remuneración por un trabajo de igual valor. Esto significa 
asegurar que las mujeres y los hombres que realizan trabajos idénticos o similares 
reciban la misma remuneración. También significa que las mujeres y los hombres 
deberían percibir el mismo salario cuando el trabajo que realizan es completamente 
diferente, pero puede demostrarse que tiene el mismo valor al evaluarse sobre la 
base de criterios objetivos. Estos criterios objetivos tienen en cuenta factores como 
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las competencias, las calificaciones, las condiciones de trabajo, los niveles de 
responsabilidad y los esfuerzos que requiere el trabajo. 
 
Ante esta problemática es necesario tomar mayores responsabilidades sociales y 
políticas, tomando en cuenta al activismo feminista, a las tribunas parlamentarias y 
desarrollando actividades en instituciones públicas y sociales, todo esto para lograr 
la gestación de ideas y propuestas que se incorporen al marco legislativo, para así 
cambiar el escenario y asegurar que la igualdad tenga sólidas raíces en las normas 
y en la cultura de nuestra sociedad”. 
 
 
 
Que en sesión de fecha 13 de noviembre del 2024, el Dictamen en desahogo fue 
en listado como lectura, discusión y aprobación, en su caso, por lo que en términos 
de lo establecido en los artículos 262, 264 y 265 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Guerrero Número 231, la Presidencia de la Mesa Directiva, 
habiendo sido expuestos los motivos y el contenido del Dictamen, al no existir votos 
particulares en el mismo y no habiéndose registrado diputados en contra en la 
discusión, se preguntó a la Plenaria si existían reserva de artículos, y no habiéndose 
registrado reserva de artículos, se sometió el dictamen en lo general y en lo 
particular, aprobándose el dictamen por unanimidad de votos. 
 
Que aprobado en lo general y en lo particular el Dictamen, la Presidencia de la Mesa 
Directiva del Honorable Congreso del Estado realizó la Declaratoria siguiente: “Esta 
Presidencia en términos de nuestra Ley Orgánica, tiene por aprobado el Dictamen 
con proyecto de Decreto por medio del cual se aprueba la Minuta proyecto de 
decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 4°; 21; 41; 73; 116; 122 y 
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de 
Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, Derecho de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha Salarial por Razones de Género. 
Emítase el Decreto correspondiente y remítase a las Autoridades competentes para 
los efectos legales conducentes”. 
 
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 61 
fracción I de la Constitución Política Local, 227 y 287 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo en vigor, este Honorable Congreso decreta y expide el siguiente: 
 
 
 



 

22 

DECRETO NÚMERO 013 POR MEDIO DEL CUAL SE APRUEBA LA MINUTA 
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS 
ARTÍCULOS 4°; 21; 41; 73; 116; 122 Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE IGUALDAD 
SUSTANTIVA, PERSPECTIVA DE GÉNERO, DERECHO DE LAS MUJERES A 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y ERRADICACIÓN DE LA BRECHA SALARIAL 
POR RAZONES DE GÉNERO. 
 
ARTÍCULO ÚNICO. - El Pleno de la Sexagésima Cuarta Legislatura al Honorable 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero aprueba en todos y cada uno 
de sus términos la Minuta Proyecto de Decreto por el que se Reforman y Adicionan 
los Artículos 4º; 21; 41; 73; 116; 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en Materia de Igualdad Sustantiva, Perspectiva de Género, 
Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y Erradicación de la Brecha 
Salarial por Razones de Género, que establece: 
 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN LOS ARTÍCULOS 4°.; 21; 41; 73; 116; 122 Y 123 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA, PERSPECTIVA DE GÉNERO, 
DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y 
ERRADICACIÓN DE LA BRECHA SALARIAL POR RAZONES DE 
GÉNERO. 
 
Artículo Único.- Se reforman los artículos 4º, párrafo primero; 21, párrafo 
noveno; 41, párrafo segundo; 73, fracción XXI, penúltimo párrafo; 116, 
fracción IX; 122, Apartado A, fracción X, y 123, Apartado A, fracción VII y 
Apartado B, fracción V; y se adicionan un último párrafo al artículo 4o.. y un 
segundo párrafo a la fracción del artículo 116, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 
 
Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Esta protegerá la 
organización y el desarrollo de las familias. El Estado garantizará el goce 
y ejercicio del derecho a la igualdad sustantiva de las mujeres. 
 
... 
... 
... 
... 
... 
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... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 
… 
… 
 
Toda persona tiene derecho a vivir una vida libre de violencias, el 
Estado tiene deberes reforzados de protección con las mujeres, 
adolescentes, niñas y niños. La ley definirá las bases y modalidades 
para garantizar su realización de conformidad con lo previsto en los 
artículos 21, párrafo noveno y 73, fracción XXI, penúltimo párrafo de 
esta Constitución. 
 
Artículo 21. ... 
... 
... 
... 
... 
… 
… 
… 
 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, 
las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 4º de esta Constitución que garantiza los 
deberes reforzados de protección del Estado con las mujeres, 
adolescentes, niñas y niños; así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto 
en esta Constitución y las leyes en la materia. La seguridad pública 
comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, 
en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación 
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de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de 
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo y honradez, así como por 
la perspectiva de género y el respeto a los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución. 
… 
… 
… 
… 
… 
 
Artículo 41. … 
Los nombramientos de las personas titulares en la administración pública 
del Poder Ejecutivo Federal y sus equivalentes en las entidades federativas 
y Municipios, deberán observar el principio de paridad de género. Las 
leyes determinarán las formas y modalidades que correspondan. 
… 
 
Artículo 73. …       

I. a XX. … 
XXI. … 

a) a c) … 
Las autoridades federales podrán conocer de los delitos del fuero 
común, cuando éstos tengan conexidad con delitos federales o 
delitos contra periodistas, personas o instalaciones que afecten, 
limiten o menoscaben el derecho a la información o las libertades de 
expresión o imprenta. También podrán conocer de las medidas u 
órdenes de protección que deriven de violencias de género en 
contra de las mujeres o de delitos del fuero común relacionados 
con las violencias de género contra las mujeres, en términos de 
las leyes correspondientes. 
… 

XXII. a XXXII. … 
 
Artículo 116. … 

I. a VIII. … 
IX. Las Constituciones de los Estados garantizarán que las funciones de 

procuración de justicia se realicen con base en los principios de 
autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, 
profesionalismo y responsabilidad, así como con perspectiva de 
género y respeto a los derechos humanos.  
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Para proteger el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencias, las instituciones de procuración de justicia deberán 
contar con fiscalías especializadas de investigación de delitos 
relacionados con las violencias de género contra las mujeres.  
X. … 

… 
 
Artículo 122. … 

A. … 
I. a IX. ... 
X. La Constitución Política local garantizará que las funciones 

de procuración de justicia en la Ciudad de México se realicen 
con base en los principios de autonomía, eficiencia, 
imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, 
responsabilidad, perspectiva de género y respeto a los 
derechos humanos. 

XI. ... 
 
B. a D. … 

 
Artículo 123. … 
… 

A. … 
I. a VI. ... 
VII. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en 

cuenta sexo, género ni nacionalidad. Las leyes establecerán 
los mecanismos tendientes a reducir y erradicar la brecha 
salarial de género. 

VIII. a XXXI ... 
 
B. … 

I. a IV. ... 
V. A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en 

cuenta el sexo ni género. Las leyes establecerán los 
mecanismos tendientes a reducir y erradicar la brecha 
salarial de género; 

VI. a XIV. ... 
…  
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Transitorios 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El Congreso de la Unión deberá armonizar el marco jurídico 
correspondiente a la materia para adecuarlo al contenido del presente 
Decreto en un plazo que no excederá de 90 días a partir de la entrada en 
vigor del mismo, debiendo incluir disposiciones que determinen los alcances 
y permitan dar cumplimiento gradual conforme a lo que se apruebe en los 
presupuestos de egresos correspondientes, así como las atribuciones y 
obligaciones necesarias para garantizar los derechos derivados del presente 
Decreto. 
 
Tercero.- Las entidades federativas deberán armonizar el marco jurídico 
correspondiente a la materia para adecuarlo al contenido del presente 
Decreto en un plazo que no excederá de 180 días a partir de la entrada en 
vigor del mismo, debiendo incluir disposiciones que determinen los alcances 
y permitan dar cumplimiento gradual conforme a lo que se apruebe en los 
presupuestos de egresos correspondientes, así como las atribuciones y 
obligaciones necesarias para garantizar los derechos derivados del presente 
Decreto. 

 
 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
 

PRIMERO. El presente Decreto surtirá sus efectos a partir de la fecha de su 
aprobación. 

 
SEGUNDO. Para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, comuníquese el contenido del presente Decreto a la 
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para los 
efectos administrativos y legales conducentes. 
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TERCERO. Remítase a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero para 
su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero. 
 
 
 
Dado en el Salón de Sesiones del Honorable Poder Legislativo, a los trece días del 
mes de noviembre del año dos mil veinticuatro. 
 
 
 

DIPUTADO PRESIDENTE 
 
 

JESÚS PARRA GARCÍA 
 
 

 
DIPUTADA SECRETARIA 

 
 

MARÍA DE JESÚS GALEANA RADILLA 

 DIPUTADO SECRETARIO 
 
 

EDGAR VENTURA DE LA CRUZ 
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PERSPECTIVA DE GÉNERO, DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA Y ERRADICACIÓN DE LA 
BRECHA SALARIAL POR RAZONES DE GÉNERO.) 

 


